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REPUBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE PUERTO SANTANDER – N.S. 

Puerto Santander, dos (2) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

 

MARIA OLINDA FONCE QUINTERO, quien actúa en causa propia, acude a la acción de 

tutela, en contra de la NUEVA EPS, domiciliada en la ciudad de Cúcuta, con el fin de obtener 

la protección inmediata y eficaz de sus derechos fundamentales, en especial el de la salud, 

la vida y la igualdad, en tanto que no le han autorizado uno examen médico y unos gastos 

de transporte. 

 

ANTECEDENTES: 

 

Efectuado el trámite administrativo del recibido vía mensaje de datos, de la acción 

constitucional de la referencia por parte de este ente judicial, mediante la generación de 

tutela en línea No. 786011, se procedió mediante auto adiado el 19 de  abril del año en 

curso a admitir la misma, a no acceder a la medida provisional solicitada, como a integrar 

el contradictorio con el INSTITUTO DEPARTAMENTAL DE SALUD DEL NORTE DE 

SANTANDER – I.D.S. N.S., la ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA 

GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES, la ALCALDIA MUNICIPAL DE 

PUERTO SANTANDER N.S.; la ESE HOSPITAL REGIONAL NORTE con domicilio en el 

Municipio de Tibú N.S. y la IPS CLINICA SAN DIEGO con domicilio en el Municipio de 

Cúcuta N.S., ordenando comunicar al Representante Legal de la entidad accionada y de 

los entes integrados, para que en un término no superior a los tres (3) días siguientes 

contados al recibo de la respectiva comunicación, se pronunciaran mediante escrito si lo 

estimaban pertinente, sobre los hechos y las pretensiones de la presente acción 

constitucional, para lo cual se les envió copia del escrito de tutela. 

 

Como hechos deprecados por la accionante, tenemos los que se transcriben a continuación 

en idénticos términos: 
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PETICIONES 

 

La accionante solicita como peticiones, la que se transcribe a continuación, en idénticos 

términos: 
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►RESPUESTA NUEVA EPS 

 

La entidad accionada NUEVA EPS, mediante memorial de fecha 22 de abril de 2022, 

enviado vía mensaje de datos el mismo día a las 12:20 p.m. y suscrito por el apoderado 

judicial, debidamente acreditado, procedió a dar respuesta al requerimiento efectuado por 

el despacho, el cual se transcribe en los siguientes términos:  
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RESPUESTA INSTITUTO DEPARTAMENTAL DE SALUD DEL NORTE DE SDER. 

 

La entidad vinculada IDS N.S., mediante oficio No. 2393 de fecha 22 de abril de 2022, 

enviado vía mensaje de datos el mismo día a la 1:46 p.m. y suscrito por la profesional 

universitario del caso, procedió a dar respuesta al requerimiento efectuado por el despacho, 

el cual se transcribe en los siguientes términos:  

 

“ANTECEDENTES  

Manifiesta la accionante que presenta diagnóstico PROBLEMAS VISUALES; su médico 

tratante le ordena ecografía Doppler de vasos venosos de miembros inferiores; razón por 

la cual solicita a LA NUEVA EPS, SE AUTORICE LA ECOGRAFIA DOPPLER DE VASOS 

VENENOSOS DE MIEMBROS INFERIORES; AUTORIZAR VIATICOS INTERGALES, 

TRANSPORTE INTERMUNICIPAL, URBANO, ALOJAMIENTOS, ALIMENTACION, PARA 

PACIENTE Y ACOMPAÑANTE PARA DESPLAZARSE A CIUDADES DIFERENTES A SU 

LUGAR DE RESIDENCIA DONDE DEBE ACUDIR A CITAS MEDICAS, TRATAMIENTOS 

Y DEMAS PROCEDIMIENTOS ORDENADOS POR SU MEDICO TRATANTE; SE BRINDE 

ATENCION INTEGRAL EN SALUD. 
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POSICION DE LA ENTIDAD VINCULADA 

 

Cabe señalar que las disposiciones legales vigentes señalan que cuando un usuario está 

afiliado a una Entidad Prestadora de Servicios de Salud en el régimen subsidiado, es 

OBLIGACIÓN de la EPS prestar los servicios a través de su red prestadora de servicios o 

red alterna que tenga contratada para el efecto. El Instituto Departamental de Salud como 

ente territorial no presta servicios, pero en caso que lo ordenado sea un procedimiento no 

contemplado en el plan de beneficios, sigue siendo obligación de la EPS practicarlo y 

facturarlo al ADRES que deberá asumir el costo.  

 

Lo anterior con base a lo establecido en la ley 715 de 2001, articulo 42, numeral 42.24, el 

cual dispuso: “ Financiar, verificar, controlar y pagar servicios y tecnologías en salud no 

financiadas con cargo a la Unidad de Pago por Capitación (UPC) en el Sistema General de 

Seguridad Social en Salud. La verificación, control y pago de las cuentas que soportan los 

servicios y tecnologías de salud no financiados con recursos de la UPC de los afiliados al 

Régimen Subsidiado prestados a partir del 1° de enero de 2020 y siguientes, estará a cargo 

de la Administradora de los Recursos del Sistema de Seguridad Social en Salud (ADRES), 

de conformidad con los… 

 

Así las cosas, para efectos del cobro de los servicios prestados, Las Administradoras de 

Planes de Beneficios que tienen afiliados al régimen subsidiado de salud presentarán ante 

la Administradora de los Recursos del Sistema de Seguridad Social en Salud (ADRES), los 

documentos que establezca dicha entidad para el cobro, los cuales deberán ser consulados 

por la entidad promotora ante ADRES vía portal https://www.adres.gov.co y/o a través de 

las diferentes líneas de atención. 

 

PETICIONES  

 

Por todo lo anterior de la manera más respetuosa se solicita al señor Juez de instancia se 

acceda a las siguientes pretensiones:  

 

Primero: Se excluya de responsabilidad legal al INSTITUTO DEPARTAMENTAL DE 

SALUD, tomando en consideración que la responsabilidad es de LA NUEVA EPS y 

eventualmente de la Administradora de los Recursos del Sistema de Seguridad Social en 

Salud (ADRES), conforme a lo expuesto en las consideraciones.  

 

Segundo: Se ORDENE a La NUEVA EPS como entidad prestadora de servicios de salud 

del régimen subsidiado (EPSs) en la que se encuentra afiliado MARIA OLINDA FONCE 

QUINTERO y en consecuencia asuma los insumos de salud que requiere su afiliado para 

el manejo de la patología, tal como es su competencia u obligación legal.  

 

Tercero: Vincular a la Administradora de los Recursos del Sistema de Seguridad Social en 

Salud (ADRES), para que atienda la presente conforme se requiera. 
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RESPUESTA ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE 

SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES. 

 

La entidad integrada ADRES, mediante memorial sin fecha y enviado vía mensaje de datos 

el día 20 de abril de los corrientes, a las 4:36 p.m. y suscrito por uno de los abogados 

debidamente acreditado y perteneciente a la oficina jurídica de dicha entidad, procedió a 

dar respuesta al requerimiento efectuado por el despacho, el cual se transcribe en los 

siguientes términos: 

 

“1. ANTECEDENTES  

De la lectura de la acción de tutela de la referencia, se puede concluir que la accionante, 

solicita el amparo de los derechos fundamentales a la salud, seguridad social y a la vida, 

en condiciones dignas, presuntamente vulnerados por la entidad accionada, quien no ha 

realizado la prestación de servicios de salud en las condiciones de normalidad. 

 

2. MARCO NORMATIVO  

2.1. DE LA ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE 

SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD – ADRES De conformidad con lo dispuesto en el artículo 

66 de la Ley 1753 de 2015 y atendiendo lo establecido en el artículo 21 del Decreto 1429 

de 2016 modificado por el artículo 1 del Decreto 546 de 2017, me permito informarle que a 

partir del día primero (01) de agosto del año 2017, entró en operación la Administradora de 

los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud – ADRES como una 

entidad adscrita al Ministerio de Salud y Protección Social, con personería jurídica, 

autonomía administrativa y financiera y patrimonio independiente, encargada de administrar 

los recursos que hacen parte del Fondo de Solidaridad y Garantía - FOSYGA, del Fondo 

de Salvamento y Garantías para el Sector Salud - FONSAET, los que financien el 

aseguramiento en salud, los copagos por concepto de prestaciones no incluidas en el plan 

de beneficios del Régimen Contributivo, los recursos que se recauden como consecuencia 

de las gestiones que realiza la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 

Contribuciones Parafiscales de la Protección Social (UGPP). En consecuencia, a partir de 

la entrada en operación de la ADRES, y según lo dispuesto en el artículo 66 de la Ley 1753 

de 2015, debe entenderse suprimido el Fondo de Solidaridad y Garantía – FOSYGA, y con 

este la Dirección de Administración de Fondos de la Protección Social -DAFPS del 

Ministerio de Salud y Protección Social tal como señala el artículo 5 del Decreto 1432 de 

2016 modificado por el artículo 1 del Decreto 547 de 2017 y que cualquier referencia hecha 

a dicho Fondo, a las subcuentas que lo conforman o a la referida Dirección, se entenderán 

a nombre de la nueva entidad quien hará sus veces, tal como lo prevé el artículo 31 del 

decreto 1429 de 2016. Finalmente, es preciso indicar que la ADRES cuenta con la página 

web: http://www.adres.gov.co/, en la cual puede consultarse todo lo relacionado con su 

operación, su domicilio para todos los efectos legales es la Avenida Calle 26 No. 69-76 piso 

17, Edificio Elemento en Bogotá D.C. y su correo electrónico para notificaciones judiciales 

es: notificaciones.judiciales@adres.gov.co. 

 

2.2. DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES PRESUNTAMENTE VULNERADOS.  

 

mailto:notificaciones.judiciales@adres.gov.co
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2.2.1. Derecho a la salud y a la seguridad social. El artículo 49 de la Constitución Política 

consagra el derecho a la Salud así: “La atención de la salud y el saneamiento ambiental 

son servicios públicos a cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a 

los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud.  

 

Corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la prestación de servicios de salud a 

los habitantes y de saneamiento ambiental conforme a los principios de eficiencia, 

universalidad y solidaridad. También, establecer las políticas para la prestación de servicios 

de salud por entidades privadas, y ejercer su vigilancia y control. Así mismo, establecer las 

competencias de la Nación, las entidades territoriales y los particulares y determinar los 

aportes a su cargo en los términos y condiciones señalados en la ley.”  

 

En desarrollo del mandato constitucional se expidió la Ley 1751 de 2015, Estatutaria de la 

Salud, cuyo objeto es “garantizar el derecho fundamental a la salud, regularlo y establecer 

sus mecanismos de protección” y de conformidad con el literal i) del artículo 5 de la 

enunciada ley, el Estado tiene el deber de adoptar regulaciones y políticas indispensables 

de los servicios de salud y garantizar el flujo de los recursos para garantizar el acceso 

efectivo a los servicios de salud que requiere la población.  

 

Así mismo, cabe precisar que en su artículo 8 trae a colación el principio de integralidad, el 

cual dispone que los servicios y tecnologías de salud deberán ser suministrados de manera 

completa, indiferentemente del origen de la enfermedad o condición de salud, del 

cubrimiento o financiación definido por el legislador. 

 

2.2.2. Vida digna / dignidad humana. La H. Corte Constitucional ha reconocido que el 

Derecho a la vida, constituye el sustento y razón de ser para el ejercicio y goce de los 

restantes derechos, establecidos tanto en la Constitución como en la ley; con lo cual se 

convierte en la premisa mayor e indispensable para que cualquier persona natural se pueda 

convertir en titular de derechos u obligaciones.  

 

Pero así mismo, en abundante jurisprudencia dicha Corporación ha sostenido que el 

derecho a la vida reconocido por el constituyente, no abarca únicamente la posibilidad de 

que el ser humano exista, es decir, de que se mantenga vivo de cualquier manera, sino que 

conlleva a que esa existencia deba entenderse a la luz del principio de la dignidad humana, 

reconocido en el artículo 1° de la Carta como principio fundamental e inspirador de nuestro 

Estado Social de Derecho. En sentencia SU-062/99, el Alto Tribunal Constitucional precisó 

lo siguiente:  

 

“Al tenor de lo dispuesto en el artículo 1° de la Constitución Política, Colombia es un Estado 

social de derecho fundado en el respeto de la dignidad humana. La dignidad, como es 

sabido, equivale al merecimiento de un trato especial que tiene toda persona por el hecho 

de ser tal. Equivale, sin más, a la facultad que tiene toda persona de exigir de los demás un 

trato acorde con su condición humana. De esta manera, la dignidad se erige como un 

derecho fundamental, de eficacia directa, cuyo reconocimiento general compromete el 

fundamento político del Estado colombiano”.  
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Desarrollando los conceptos anteriores, la jurisprudencia constitucional en torno del 

derecho a la vida ha hecho énfasis en que éste no hace relación exclusivamente a la vida 

biológica, sino que abarca también las condiciones mínimas de una vida en dignidad.  

 

Así las cosas, la efectividad del derecho fundamental a la vida, sólo se entiende bajo 

condiciones de dignidad, lo que comporta algo más que el simple hecho de existir, porque 

implica unos mínimos vitales, inherentes a la condición del ser humano, y, dentro de esos 

mínimos, que posibilitan la vida de un individuo. 

 

2.2.3. Derecho a la vida. “El derecho fundamental a la vida, cuya existencia se limita a 

constatar la Carta Política, es el más valioso de los bienes que se reconoce a todo individuo 

de la especie humana, y el sustrato ontológico de la existencia de los restantes derechos.  

 

En consonancia con lo anterior, que el derecho a la vida “no significa la simple posibilidad 

de existir sin tener en cuenta las condiciones en que ello se haga, sino, por el contrario, 

supone la garantía de una existencia digna” por lo tanto, no solo transgrede el derecho a la 

vida las actuaciones u omisiones que ponen en riesgo la vida, sino también las situaciones 

que hacen la existencia insoportable.14 

 

2.3. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA. La H. Corte Constitucional 

se pronunció sobre la falta de legitimación en la causa por pasiva en Sentencia T-519 de 

2001, en los siguientes términos: "(...) cuando del trámite procesal se deduce que el 

demandado no es responsable del menoscabo de los derechos fundamentales del actor, 

no puede, bajo ninguna circunstancia, concederse la tutela en su contra. La legitimación 

por pasiva de la acción de tutela se rompe cuando el demandado no es el responsable de 

realizar la conducta cuya omisión genera la violación, o cuando no es su conducta la que 

inflige el daño". 

 

Igualmente, en Sentencia T-1001 de 2006 reiterando lo expuesto por la Corporación en la 

Sentencia T-416 de 1997, adujo que la legitimación en la causa es un presupuesto 

fundamental de la sentencia por cuanto otorga a las partes el derecho a que el juez se 

pronuncie de fondo sobre los hechos y pretensiones de la demanda, dándole también la 

oportunidad al demandado para controvertir lo reclamado, por lo tanto la legitimación en la 

causa es una calidad subjetiva de la partes y cuando estas carecen de este atributo, el juez 

no podrá adoptar una decisión de fondo. 

 

2.4. DE LAS FUNCIONES DE LAS ENTIDADES PROMOTORAS DE SALUD - EPS El 

artículo 178 de la Ley 100 de 1993, establece que le corresponde a las Entidades 

Promotoras de Salud -EPS “Definir procedimientos para garantizar el libre acceso de los 

afiliados y sus familias, a las instituciones prestadoras con las cuales haya establecido 

convenios o contratos en su área de influencia o en cualquier lugar del territorio nacional, 

en caso de enfermedad del afiliado y su familia, así como establecer procedimientos para 

controlar la atención integral, eficiente, oportuna y de calidad en los servicios prestados por 

las instituciones prestadoras de servicios de salud”.  
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En desarrollo de lo anterior, el artículo 179 de la Ley 100 de 1993, dispone que: “(...) Para 

garantizar el Plan de Salud Obligatorio a sus afiliados, las Entidades Promotoras de Salud 

prestarán directamente o contratarán los servicios de salud con las Instituciones 

Prestadoras y los profesionales. Para racionalizar la demanda por servicios, las Entidades 

Promotoras de Salud podrán adoptar modalidades de contratación y pago tales como 

capitación, protocolos o presupuestos globales fijos, de tal manera que incentiven las 

actividades de promoción y prevención y el control de costos (...)”. Frente al aseguramiento 

en salud de sus afiliados, la Ley 1122 del 2007 en su artículo 14, estipula:  

 

“Para efectos de esta ley entiéndase por aseguramiento en salud, la adm inistración del 

riesgo financiero, la gestión del riesgo en salud, la articulación de los servicios que garantice 

el acceso efectivo, la garantía de la calidad en la prestación de los servicios de salud y la 

representación del afiliado ante el prestador y los demás actores sin perjuicio de la 

autonomía del usuario. Lo anterior exige que el asegurador asuma el riesgo transferido por 

el usuario y cumpla con las obligaciones establecidas en los Planes Obligatorios de Salud.  

 

Las Entidades Promotoras de Salud en cada régimen son las responsables de cumplir con 

las funciones indelegables del aseguramiento. Las entidades que a la vigencia de la 

presente ley administran el régimen subsidiado se denominarán en adelante Entidades 

Promotoras de Salud del Régimen Subsidiado (EPS). Cumplirán con los requisitos de 

habilitación y demás que señala el reglamento.” (Negrilla y subrayado fuera de texto)  

 

En la norma transcrita, se resalta la función indelegable de aseguramiento que cumplen las 

EPS dentro del Sistema General de Seguridad Social en Salud, razón por la cual tienen a 

su cargo la administración del riesgo financiero y la gestión del riesgo en salud, esto es, 

están obligadas a atender todas las contingencias que se presenten en la prestación del 

servicio de salud.  

 

Por otra parte, es preciso agregar que, de cara a la oportunidad de la atención de los 

afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud, el numeral segundo del artículo 

2.5.1.2.1 del Decreto 780 de 2016, establece como una de las características del Sistema 

Obligatorio de Garantía de Calidad de la Atención de Salud del Sistema General de 

Seguridad Social en Salud – SOGCS, la siguiente: “ 

 

(…) 2. Oportunidad. Es la posibilidad que tiene el usuario de obtener los servicios que 

requiere, sin que se presenten retrasos que pongan en riesgo su vida o su salud. Esta 

característica se relaciona con la organización de la oferta de servicios en relación con la 

demanda y con el nivel de coordinación institucional para gestionar el acceso a los 

servicios.”  

 

Así las cosas, es necesario hacer énfasis en que las EPS tienen la obligación de garantizar 

la prestación del servicio de salud de a sus afiliados, para lo cual pueden conformar 

libremente su red de prestadores, por lo que en ningún caso pueden dejar de garantizar la 

atención de sus afiliados, ni retrasarla de tal forma que pongan en riesgo su vida o su salud 
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con fundamento en la prescripción de servicios y tecnologías no cubiertas con el Plan de 

Beneficios en Salud con cargo a la UPC. 

 

2.5. MECANISMOS DE FINANCIACIÓN DE LA COBERTURA INTEGRAL PARA EL 

SUMINISTRO DE SERVICIOS Y TECNOLOGÍAS EN SALUD.  

 

Actualmente, el Sistema de Seguridad Social en Salud prevé distintos mecanismos de 

financiación para el suministro de servicios y tecnologías en salud, entre ellos se tienen los 

siguientes: 

 

2.5.1. SERVICIOS Y TECNOLOGÍAS EN SALUD FINANCIADOS CON CARGO A LA 

UNIDAD DE PAGO POR CAPITACIÓN – UPC. 

 

De conformidad con el artículo 2 de la Ley 4107 de 2011, modificado y adicionado por el 

artículo 2 del Decreto 2562 de 2012, es competencia del Ministerio de Salud y Protección 

Social actualizar el Plan de Beneficios de Salud, y así como también definir y revisar el 

listado de medicamentos esenciales y genéricos que harán parte de este plan, cuyo 

cumplimiento insistió la H. Corte Constitucional dentro de la orden décimo-octava de la 

Sentencia T-760 de 2008.  

 

En ese sentido, el artículo 25 de la Ley 1438 de 2011 estableció que el Plan de Beneficios 

en Salud con cargo a la UPC deberá actualizarse una vez cada dos años atendiendo a 

determinados criterios relacionados con el perfil epidemiológico y la carga de la enfermedad 

de la población, la disponibilidad de recursos, equilibrio y medicamentos no contemplados 

dentro del mencionado plan.  

 

Dicha actualización fue realizada por medio de las Resoluciones 5269 de 2017, 5857 de 

2018 y actualmente la Resolución 3512 de 2019 mediante la cual cambio la denominación 

de Plan de Beneficios de Salud a Mecanismos de Protección Colectiva3 , en donde 

determinó un esquema de aseguramiento y definió los servicios y tecnologías de salud 

financiados con los recursos de la Unidad de Pago por Capitación – UPC que deberán ser 

garantizados por las Entidades Promotoras de Salud (EPS) o las entidades que hagan sus 

veces. 
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Esta resolución contempla tres (3) anexos en los cuales se definen, el listado de 

medicamentos, procedimientos en salud y procedimientos de laboratorio clínico financiados 

con recursos de la Unidad de Pago por Capitación – UPC, estos están caracterizados de la 

siguiente manera: 

 

Artículo 6. Descripción de servicios y procedimientos financiados con recursos de la UPC. 

Los servicios y procedimientos contenidos en el presente acto administrativo, de 

conformidad con las normas vigentes, se describen en términos de la Clasificación Única 

de Procedimientos en Salud (CUPS) y se consideran financiadas con recursos de la UPC 

todas las tecnologías en salud (servicios y procedimientos), contenidos en el articulado; así 

como en los Anexos Nos. 2 y 3 del presente acto administrativo. 

 

Parágrafo 1. Para el Anexo 2 "Listado de Procedimientos en salud financiados con recursos 

de la UPC”, se consideran incluidas en esta financiación, todas las subcategorías que 

conforman cada una de las categorías contenidas en el mismo, salvo aquellas referidas 

como no financiadas en la nota aclaratoria y las que corresponden a un ámbito diferente al 

de salud.  

 

Parágrafo 2. Para el Anexo 3 "Listado de Procedimientos de Laboratorio Clínico financiados 

con recursos de la UPC", se describen en términos de subcategorías de la Clasificación 

Única de Procedimientos en Salud (CUPS). 

En lo que respecta a la cobertura de medicamentos, es preciso indicar que su alcance se 

ha establecido en el artículo 38 la Resolución 3512 de 2019, la cual dispone que “(…) Los 

medicamentos contenidos en el Anexo 1 "Listado de Medicamentos financiados con 

recursos de la UPC , al igual que otros que también se consideren financiados con dichos 

recursos de la UPC, atendiendo a lo dispuesto en el artículo 129 de la presente resolución, 

deben ser garantizados de manera efectiva y oportuna por las EPS o las entidades que 

hagan sus veces (…).” 

 

Con el fin de facilitar su aplicación el Anexo 1 "Listado de Medicamentos financiados con 

recursos de la UPC", establece la clasificación de formas farmacéuticas, vía de 

administración, estado y forma de liberación del principio activo, para que sean tenidas en 

cuenta al momento de que las EPS o quien haga sus veces sean apliquen el listado de 

medicamentos financiados con recursos de la UPC. 

 

De otra parte, es importante mencionar que el artículo 15 de la resolución en cita, prevé que 

las EPS o las entidades que hagan sus veces, directamente o a través de su red de 

prestadores de servicios deberán garantizar a sus afiliados el acceso efectivo a los servicios 

y tecnologías de salud con cargo a la UPC, con los recursos que reciben para tal efecto, en 

todas las etapas de atención, para todas la enfermedades y condiciones de salud, sin que 

los trámites administrativos que haya a lugar constituyan una barrera de acceso al goce 

efectivo del derecho a la salud. 
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2.5.2. PRESUPUESTO MÁXIMO PARA LA GESTIÓN Y FINANCIACIÓN DE LOS 

SERVICIOS Y TECNOLOGÍAS EN SALUD NO FINANCIADOS CON CARGO A LA 

UNIDAD DE PAGO POR CAPITACIÓN – UPC.  

 

Mediante el artículo 240 de la Ley 240 de la Ley 1955 de 20194 se estableció el mecanismo 

de los presupuestos máximos a través del cual se asigna un presupuesto anual a las EPS, 

que es transferido por la ADRES para que las entidades promotoras de salud garanticen a 

sus afiliados la prestación de servicios y tecnologías no financiados con los recursos de la 

Unidad de Pago por Capitación – UPC.  

 

El Ministerio de Salud y Protección Social en ejercicio de sus atribuciones conferidas por la 

ley, reglamentó el mecanismo de presupuesto máximo por medio de las Resoluciones 205 

y 206 de 17 de febrero 2020 y dispuso que entraría en aplicación a partir del 1 de marzo de 

2020.  

 

La nueva normativa fijó la metodología y los montos por los cuales los medicamentos, 

insumos y procedimientos que anteriormente era objeto de recobro ante la ADRES, 

quedaron a cargo absoluto de las EPS, por cuanto este mecanismo prevé que los recursos 

de los servicios y tecnologías no financiados por la Unidad de Pago por Capitación se giran 

con anterioridad a la prestación de los servicios.  

 

En cuanto a los servicios y tecnologías que se encuentran financiados con cargo al 

presupuesto máximo, el artículo 5° de la Resolución 205 de 2020 establece que “…El 

presupuesto máximo trasferido a cada EPS o EOC financiará los medicamentos, APME, 

procedimientos y servicios complementarios asociados a una condición de salud que se 

encuentren autorizadas por autoridad competente del país, no se encuentren financiado por 

la UPC, ni por otro mecanismo de financiación y que no se encuentren excluidos de acuerdo 

a lo establecido en el artículo 15 de la Ley 1751 de 2015 y cumplan las condiciones 

establecidas en el presente acto administrativo”.  

 

Se tiene entonces que, se consideran financiados con cargo al presupuesto máximo, los 

medicamentos, procedimientos, alimentos para propósitos médicos especiales – APME 

señalados expresamente en el artículo 5° de la referida resolución y los servicios 

complementarios suministrados en cumplimiento de órdenes judiciales.  

 

Por su parte, de conformidad con el artículo 4 de la Resolución 2067 de 2020, en 

concordancia con lo previsto en el artículo 14 de la Resolución 205 de 2020, durante los 

primeros días de cada mes, la ADRES realizará el giro a las EPS y EOC de los recursos 

que por concepto de presupuesto máximo les corresponda, con la finalidad de garantizar 

de manera efectiva, oportuna, ininterrumpida y continua los servicios y tecnologías en salud 

no financiados con la UPC que se presten a partir del 1° de marzo de 2020. 

 

El Ministerio de Salud y Protección Social determinará el valor de los presupuestos máximos 

para la respectiva vigencia y el giro por concepto de presupuesto máximo se realizará 
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mediante transferencia electrónica a la cuenta bancaria que la EPS o EOC hayan registrado 

ante la Dirección de Gestión de los Recursos Financieros de Salud de la ADRES.  

 

Finalmente, el artículo 4 de la Resolución 205 de 2020 establece los deberes de las EPS o 

EOC para garantizar el acceso a los medicamentos, APME, procedimientos y servicios 

complementarios financiados con cargo al presupuesto máximo, entre ellos se resaltan los 

siguientes:  

1. Garantizar de forma integral los servicios y tecnologías en salud financiados con recursos 

de la UPC como también el suministro de medicamentos, APME, procedimientos y servicios 

complementarios con cargo al presupuesto máximo.  

2. La prestación de los servicios y tecnologías en salud debe ser garantizada de manera 

efectiva, oportuna, ininterrumpida y continua de acuerdo con el criterio del médico tratante, 

absteniéndose de limitar, restringir o afectar el acceso a los servicios y tecnologías en salud.  

3. Las EPS y EOC deben administrar, organizar, gestionar y prestar directamente o a través 

de su red de prestadores de servicios el conjunto de servicios y tecnologías en salud 

financiados con recursos de la UPC y el presupuesto máximo, considerando para el pago 

la respectiva fuente de financiación. 4. Realizar el seguimiento, monitoreo y auditoría a su 

red prestadora de servicios de salud para garantizar la atención integral de sus afiliados.  

5. Garantizar todos los dispositivos o insumos médicos, necesarios e insustituibles para la 

prestación adecuada de los servicios de salud con cargo al presupuesto máximo. 

 

2.5.3. SERVICIOS Y TECNOLOGÍAS NO FINANCIADOS CON LOS RECURSOS DE LA 

UNIDAD DE PAGO POR CAPITACIÓN – UPC Y CON EL PRESUPUESTO MÁXIMO. 

 

El parágrafo del artículo 9 de la Resolución 205 de 2020 señaló que los servicios y 

tecnologías en salud susceptibles de ser financiados con recursos diferentes a la UPC y 

con el presupuesto máximo, continúan siendo garantizados por las EPS O EOC a los 

afiliados bajo el principio de integralidad de la atención y su liquidación, reconocimiento y 

pago, cuando proceda, se efectuará de acuerdo con un proceso de verificación y control 

dispuesto por la ADRES. 

 

Como consecuencia de lo anterior, la Resolución 2152 de 2020 estableció el proceso de 

verificación, control y pago de algunos de los servicios y tecnologías no financiados con 

cargo a la UPC ni con el presupuesto máximo, estos servicios se encuentran señalados en 

artículo 4 del citado acto administrativo de la siguiente manera:  

 

(…) 

 

1. Los medicamentos clasificados por el INVIMA como vitales no disponibles y que no 

tengan establecido un valor de referencia.  

2. Nuevas entidades químicas que no tengan alternativa terapéutica respecto a los 

medicamentos existentes en el país o que representen una alternativa terapéutica superior 

a una tecnología financiada con cargo a los presupuestos máximos.  

3. El medicamento que requiera la persona que sea diagnosticada por primera vez con una 

enfermedad huérfana durante la vigencia del presupuesto máximo, conforme a lo 
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establecido en los articulo 9 y 10 de la Resolución 205 de 2020 del Ministerio de Salud y 

Protección Social.  

4. Los procedimientos en salud nuevos en el país. 

 

Por último, a partir del artículo 21 de la citada resolución, se encuentran los requisitos para 

la procedencia del pago de los servicios y tecnologías en salud no financiados con el 

presupuesto máximo, el proceso de calidad, la comunicación de los resultados, la objeción 

y subsanación del reporte generado, el giro de los recursos y los plazos establecidos para 

tal efecto. 

 

3. CASO CONCRETO  

3.1. RESPECTO DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE SALUD. De acuerdo con la 

normativa anteriormente expuesta, es función de la EPS, y no de la Administradora de los 

Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud – ADRES, la prestación de 

los servicios de salud, por lo que la vulneración a derechos fundamentales se produciría 

por una omisión no atribuible a esta Entidad, situación que fundamenta una clara falta de 

legitimación en la causa por pasiva de esta Entidad.  

 

Sin perjuicio de lo anterior, en atención al requerimiento de informe del H. Despacho, es 

preciso recordar que las EPS tienen la obligación de garantizar la prestación integral y 

oportuna del servicio de salud a sus afiliados, para lo cual pueden conformar libremente su 

red de prestadores, por lo que en ningún caso pueden dejar de garantizar la atención, ni 

retrasarla de tal forma que pongan en riesgo su vida o su salud, máxime cuando el sistema 

de seguridad social en salud contempla varios mecanismos de financiación de los servicios, 

los cuales están plenamente garantizados a las EPS. 

 

3.2. ACERCA DE LA EXTINTA FACULTAD DE RECOBRO  

 

Por otra parte, en este tipo de casos se suele solicitar equivocadamente que la ADRES 

financie los servicios no cubiertos por la UPC, o que el Juez de tutela la faculte para recobrar 

ante esta entidad los servicios de salud suministrados; por ello, en este momento procesal 

se debe traer a colación la Resolución 094 de 2020 la cual establece lineamientos sobre 

los servicios y tecnologías financiados por la UPC, en concordancia con el artículo 231 de 

la Ley 1955 de 2019, el cual reza lo siguiente:  

 

ARTÍCULO 231. COMPETENCIAS EN SALUD POR PARTE DE LA NACIÓN. Adiciónese 

el numeral 42.24 al artículo 42 de la Ley 715 de 2001, así:  

 

42.24. Financiar, verificar, controlar y pagar servicios y tecnologías en salud no financiadas 

con cargo a la Unidad de Pago por Capitación (UPC) en el Sistema General de Seguridad 

Social en Salud. La verificación, control y pago de las cuentas que soportan los servicios y 

tecnologías de salud no financiados con recursos de la UPC de los afiliados al Régimen 

Subsidiado prestados a partir del 1 de enero de 2020 y siguientes, estará a cargo de la 

Administradora de los Recursos del Sistema de Seguridad Social en Salud (ADRES), de 
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conformidad con los lineamientos que para el efecto expida el Ministerio de Salud y 

Protección Social. 

 

Si bien la ADRES es la encargada de garantizar al adecuado flujo de recursos de salud, 

específicamente de la financiación de los servicios no financiados por la UPC, el anterior 

artículo se debe interpretar con el artículo 240 de la Ley 1955 de 2019, el cual estableció el 

mecanismo de financiación denominado “PRESUPUESTO MÁXIMO”, cuya finalidad es que 

los recursos de salud se giren ex ante a la prestación de los servicios, para que las EPS 

presten los servicios de salud de manera integral, veamos: 

 

ARTÍCULO 240. EFICIENCIA DEL GASTO ASOCIADO A LA PRESTACIÓN DEL 

SERVICIO Y TECNOLOGÍAS NO FINANCIADOS CON CARGO A LOS RECURSOS DE 

LA UPC. Los servicios y tecnologías en salud no financiados con cargo a los recursos de la 

UPC serán gestionados por las EPS quienes los financiarán con cargo al techo o 

presupuesto máximo que les transfiera para tal efecto la Administradora de los Recursos 

del Sistema General de Seguridad Social en Salud (ADRES). El techo o presupuesto 

máximo anual por EPS se establecerá de acuerdo a la metodología que defina el Ministerio 

de Salud y Protección Social, la cual considerará incentivos al uso eficiente de los recursos. 

En ningún caso, el cumplimiento del techo por parte de las EPS deberá afectar la prestación 

del servicio. Lo anterior, sin perjuicio del mecanismo de negociación centralizada 

contemplado en el artículo 71 de la Ley 1753 de 2015.  

 

En todo caso, las Entidades Promotoras de Salud (EPS) considerarán la regulación de 

precios, aplicarán los valores máximos por tecnología o servicio que defina el Ministerio de 

Salud y Protección Social y remitirán la información que este requiera. La ADRES ajustará 

sus procesos administrativos, operativos, de verificación, control y auditoría para efectos de 

implementar lo previsto en este artículo. 

 

PARÁGRAFO. Las EPS podrán implementar mecanismos financieros y de seguros para 

mitigar el riesgo asociado a la gestión de los servicios y tecnologías no financiados con 

cargo a los recursos de la UPC. 

 

Así las cosas, a partir de la promulgación del artículo 240 de la Ley 1955 de 2019, 

reglamentado a través de la Resolución 205 de 2020 proferida por el Ministerio de Salud y 

Protección Social, se fijaron los presupuestos máximos (techos) para que las EPS o las 

EOC garanticen la atención integral de sus afiliados, respecto de medicamentos, 

procedimientos y servicios complementarios asociados a una condición de salud, que se 

encuentren autorizadas por la autoridad competente del país, que no se encuentren 

financiados por la Unidad de Pago por Capitación (UPC), ni por otro mecanismo de 

financiación y cumplan las condiciones señaladas en los anteriores actos administrativos. 

 

Por lo anterior, la nueva normativa fijó la metodología y los montos por los cuales los 

medicamentos, insumos y procedimientos que anteriormente era objeto de recobro ante la 

ADRES, quedaron a cargo absoluto de las entidades promotoras de los servicios, por 

consiguiente, los recursos de salud se giran antes de la prestación de los servicios y de 
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forma periódica, de la misma forma cómo funciona el giro de los recursos de la Unidad de 

Pago por Capitación (UPC). 

 

Lo anterior significa que la ADRES ya GIRÓ a las EPS, incluida la accionada, un 

presupuesto máximo con la finalidad de que la EPS suministre los servicios “no incluidos” 

en los recursos de la UPC y así, suprimir los obstáculos que impedían el adecuado flujo de 

recursos para asegurar la disponibilidad de éstos cuyo propósito es garantizar de manera 

efectiva, oportuna, ininterrumpida y continua los servicios de salud. 

 

Adicionalmente, se informa al despacho que el parágrafo 6° del artículo 5.4 de la Resolución 

205 de 2020, establece claramente que en cumplimiento de órdenes judiciales, los costos 

de los servicios de salud se deben cargar al presupuesto máximo, tal como se acredita a 

continuación: 

 

“5.4 Servicios complementarios.  

 

Parágrafo 6. Los servicios y tecnologías en salud suministrados en cumplimiento de 

órdenes judiciales. “  

 

En ese sentido, el Juez de alzada debe abstenerse de pronunciarse sobre el reembolso de 

los gastos que se incurra en cumplimiento de la tutela de la referencia, ya que la 

normatividad vigente acabó con dicha facultad y al revivirla vía tutela, generaría un doble 

desembolso a las EPS por el mismo concepto, ocasionando no solo un desfinanciamiento 

al sistema de salud sino también un fraude a la ley. 

 

4. SOLICITUD  

 

Por lo anteriormente expuesto, se solicita al H. Despacho NEGAR el amparo solicitado por 

la accionante en lo que tiene que ver con la Administradora de los Recursos del Sistema 

General de Seguridad Social en Salud – ADRES, pues de los hechos descritos y el material 

probatorio enviado con el traslado resulta innegable que la entidad no ha desplegado ningún 

tipo de conducta que vulnere los derechos fundamentales del actor, y en consecuencia 

DESVINCULAR a esta Entidad del trámite de la presente acción constitucional.  

 

Adicionalmente, se implora NEGAR cualquier solicitud de recobro por parte de la EPS, en 

tanto los cambios normativos y reglamentarios ampliamente explicados en el presente 

escrito demuestran que los servicios, medicamentos o insumos en salud necesarios se 

encuentran garantizados plenamente, ya sea a través de la UPC o de los Presupuestos 

Máximos; además de que los recursos son actualmente girados antes de cualquier 

prestación. 

 

Por último, se sugiere al H. Despacho MODULAR las decisiones que se profieran en caso 

de acceder al amparo solicitado, en el sentido de no comprometer la estabilidad del Sistema 

General de Seguridad Social en Salud con las cargas que se impongan a las entidades a 

las que se compruebe la vulneración de los derechos fundamentales invocados, por cuanto 
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existen servicios y tecnologías que escapan al ámbito de la salud, y no deben ser 

sufragadas con los recursos destinados a la prestación del mencionado servicio público.” 

 

RESPUESTA ALCALDIA MUNICIPAL DE PUERTO SANTANDER N.S. 

 

La entidad integrada ALCALDIA MUNICIPAL DE PUERTO SANTANDER N.S., mediante 

oficio ALPUS 127.22 de fecha 21 de abril de los corrientes, enviado el mismo día, vía 

mensaje de datos a las 3:15 p.m. y suscrito por la señora alcaldesa, procedió a dar 

respuesta al requerimiento efectuado por el despacho, el cual se transcribe en los siguientes 

términos: 
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RESPUESTA ESE HOSPITAL REGIONAL NORTE 

 

La entidad integrada ESE HOSPITAL REGIONAL NORTE, mediante oficio HRN-GER-0074 

de fecha 21 de abril de 2022, suscrito por la Gerente y enviado al despacho vía mensaje de 

datos el mismo día a las 10:19 a.m., procedió a dar respuesta al requerimiento efectuado 

por el despacho, el cual se transcribe en idénticos términos así: 
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RESPUESTA IPS CLINICA SAN DIEGO 

 

La entidad integrada IPS CLINICA SAN DIEGO, guardó absoluto silencio al requerimiento 

efectuado por el despacho, por lo que se presumirán como veraces los hechos deprecados 

por la parte actora, en conformidad con lo preceptuado en el artículo 20 del Decreto 2591 

de 1991. 

 

GESTION ADICIONAL ADELANTADA POR EL DESPACHO 

 

Conforme a la respuesta emitida por la entidad integrada ALCALDIA MUNICIPAL DE 

PUERTO SANTANDER N.S., como la proferida por parte de la entidad accionada NUEVA 
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EPS, junto con sus anexos, en especial la FICHA ENCUESTA SISBEN, de fecha 17 de 

febrero de 2021, el despacho mediante auto de fecha 26 de abril de 2022, dispuso por 

secretaría lo siguiente: 

 

 

 

Frente a lo anterior, la entidad integrada ALCALDIA MUNICIPAL DE PUERTO 

SANTANDER N.S., procedió a dar respuesta al requerimiento del despacho, mediante 

oficio ALPUS 138.22 de fecha 27 de abril de los corrientes, el cual fue enviado vía mensaje 

da datos, cuya transcripción de respuesta es la siguiente: 
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, 

 

En igual sentido, el secretario del despacho, procedió a expedir constancia secretarial de 

fecha 28 de abril de 2022, indicando lo que se transcribe a continuación en idénticos 

términos: 
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PROBLEMA JURIDICO A RESOLVER 

 

Conforme a la situación fáctica narrada por la accionante, junto con los medios de prueba 

virtuales aportados y en atención a las respuestas dadas tanto por la entidad accionada 

como por las entidades integradas, junto con los documentos adjuntos y de acuerdo a la 

gestión adicional adelantada por el despacho, la cual se sustenta en la constancia 

secretarial respectiva,  se debe afirmar que el problema jurídico a resolver consiste en 

determinar si le asiste a la entidad accionada, la obligación de autorizar o no, el examen 

médico especializado y denominado “ECOGRAFÍA DOPPLER DE VASOS VENOSOS DE 

MIEMBROS INFERIORES”, como el suministro de los gastos de transporte y alojamiento 

para la accionante como para un acompañante, a fin de cumplir con las citas médicas, las 

intervenciones, las valoraciones y la práctica de los exámenes necesarios, que sean 

ordenados por sus médicos tratantes y que se deban ejecutar en un municipio distinto al de 

su domicilio ubicado en el Municipio de Puerto Santander N.S. 

 

CONSIDERACIONES 

 

En lo que atañe al ejercicio de la acción de tutela, la misma está contemplada en el artículo 

86 de la Carta Política, por lo que tenemos que, su finalidad se circunscribe a la protección 

inmediata y eficaz de los denominados derechos fundamentales enunciados en el Título II, 

Capítulo I de la Carta Magna, en los Tratados y convenios internacionales debidamente 

aprobados por el Gobierno Colombiano y en aquellos cuya naturaleza se circunscriben a la 

esencia de la persona en sí. 

 

Tal como se deriva de los hechos asomados por la accionante y transcritos anteriormente 

y a fin de proceder a resolver el problema jurídico planteado, tenemos que, el quid del 

asunto se centra en determinar, si a la fecha, la entidad accionada no le ha autorizado a la 

accionante, la realización del examen médico denominado “ECOGRAFÍA DOPPLER DE 

VASOS VENOSOS DE MIEMBROS INFERIORES”, para lo cual en razón a que la entidad 

accionada en su ejercicio constitucional y legal, al derecho de defensa y/o contradicción 

que le asistía, procedió a informar al despacho que dicho procedimiento se llevaría a cabo 

el pasado 26 de abril de 2022 a las 7:00 a.m. en las instalaciones de la IPS UBA VIHONCO 

con domicilio en la ciudad de Cúcuta, de lo cual se le informó a la accionante a través de 

su número celular 3138556930, fue que este despacho judicial a través de la secretaría 

procedió a contactar a la accionante a fin de verificar si el citado procedimiento se llevó a 

cabo, encontrándose que el mismo 26 de abril de los corrientes, la accionante le comunicó 

vía celular al secretario del Juzgado tal cual obra en la constancia secretarial dentro del 

expediente virtual, que de manera efectiva se le había realizado la ECOGRAFÍA DOPPLER 

DE VASOS VENOSOS DE MIEMBROS INFERIORES, lo que desde ya debe afirmarse, la 

existencia de la configuración del hecho superado por la carencia actual de objeto, de cuya 

situación la Honorable Corte Constitucional ha dicho lo siguiente: 

 

 

 

 



Rad. 2022-0014-00-Acción de Tutela 
A/Maria Olinda Fonce Quintero, C/ Nueva EPS 

Sentencia 

 

Al respecto la Corte en sentencia T-1272 de 20051 dijo: 

 

“Así como quiera que la accionante ya se le reconoció su derecho, los motivos que llevaron 

a interponer la acción de tutela desaparecieron y la presente acción como instrumento 

constitucional para la defensa de los derechos fundamentales perdió su razón de ser, pues 

se está en presencia de un hecho superado, con respecto a las pretensiones de 

reconocimiento de su derecho cuya protección fue garantizada.” 

 

“En ocasiones similares, cuando la pretensión ha sido satisfecha, la jurisprudencia ha 

sostenido que la acción de tutela pierde eficacia e inmediatez, y por ende su justificación 

constitucional, razón por la cual, el amparo deberá negarse. (….)” 

 

Ahora bien, en cuanto al suministro de los gastos de transporte como de alojamiento en 

caso necesario, tenemos que de los hechos deprecados como de las pretensiones 

esbozadas, no existe prueba alguna que demuestre, que la accionante no se ha podido 

dirigir desde su lugar de domicilio hasta otro municipio por carencia de recursos y prueba 

de ello es que la misma accionante le manifestó al secretario que el procedimiento médico 

denominado ECOGRAFÍA DOPPLER DE VASOS VENOSOS DE MIEMBROS 

INFERIORES, se le había realizado de manera efectiva en la ciudad de Cúcuta a través de 

la IPS VIHONCO, lo que significa para el despacho, la existencia de recursos económicos 

para su traslado, adicionado a que de igual forma no existe prueba alguna de la que se 

pueda inferir que la accionante por falta de recursos no pudo asistir a la cita programada 

para el día 20 de abril de los corrientes en la IPS SAN DIEGO  de la ciudad de Cúcuta, al 

igual que no puede el juez constitucional entrar a prever hechos futuros inciertos para 

cumplir con las citas médicas, las intervenciones, las valoraciones y la práctica de los 

exámenes necesarios, que sean ordenados por sus médicos tratantes y que se deban 

ejecutar en un municipio distinto al de su domicilio ubicado en el Municipio de Puerto 

Santander N.S., ya que la línea jurisprudencial de la Honorable Corte Constitucional en 

cuanto a los hechos futuros e inciertos en sede tutela ha dicho lo siguiente: 

 

“Sentencia T-652/2012 

 

ACCION DE TUTELA-Improcedencia sobre hechos futuros e inciertos 

Si no existe una razón objetivada, fundada y claramente establecida por la que se pueda inferir 

que los hechos u omisiones amenazan los derechos fundamentales del tutelante, no podrá 

concederse el amparo solicitado.  La amenaza debe ser entonces, contundente, cierta, 

ostensible, inminente y clara, para que la protección judicial de manera preventiva evite la 

realización del daño futuro.” 

 

De lo anterior se concluye, que para el presente caso, no existe razón suficiente alguna, 

para establecer que la entidad accionada se encuentra lesionando o colocando en peligro 

de lesión cualquiera u otro de los derechos fundamentales de la accionante, por cuanto el 

hecho de autorizarle los procedimientos médicos en la ciudad de Cúcuta, no implican que 

le estén causando un perjuicio a la actora, sino que por el contrario, es la misma accionante 
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la que de forma puntual y de sus propios recursos ha asistido a las ordenes médicas 

debidamente autorizadas, ya que con ese actuar lo que se demuestra es que en prevalencia 

de su vida, acude ante las diferentes IPS, sin existir inasistencia alguna por falta de 

recursos. 

 

Ante lo anteriormente descrito y con base en los anteriores apartes jurisprudenciales 

transcritos,  se debe afirmar que la presente acción de tutela carece de objeto, en razón a 

que el derecho de la accionante materia de inconformidad de la presente acción 

constitucional le fue resuelto por parte de la entidad accionada, como también, el despacho 

no puede entrar a estudiar sin razón alguna hechos futuros inciertos en razón a la patología 

de la actora, por lo que sin otra consideración declarará la IMPROSPERIDAD de la presente 

acción de tutela.  

DECISIÓN: 

 

Por lo discurrido, el JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE PUERTO SANTANDER – 

NORTE DE SANTANDER, administrando justicia en nombre de la REPUBLICA DE 

COLOMBIA y por autoridad de la ley, 

RESUELVE: 

 

1º DECLARAR IMPROCEDENTE la presente acción de tutela, incoada por la señora 

MARIA OLINDA FONCE QUINTERO, identificada con la cédula de ciudadanía número 

37.249.566, por tratarse de un hecho superado en atención a la carencia actual de objeto, 

conforme a lo expuesto en la parte motiva del presente proveído y las demás 

consideraciones. 

  

2° REMITIR la actuación sub lite ante la Honorable Corte Constitucional para su eventual 

revisión, si el fallo no fuere materia de impugnación. 

 

3° COMUNICAR a los intervinientes.  

 

COPIESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE,  

 

El Juez,  

 

 

 

 


